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Certiorari 
procedente del 
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Primera 
Instancia, Sala 
de San Juan  

 
Caso Núm.: 
K AC2013-0692 
 
Sobre:  
Despido, 
Discrimen, 
Incumplimiento 
de Contrato 

Panel integrado por su presidenta, la Juez Fraticelli Torres, la Juez Ortiz 
Flores y el Juez Ramos Torres. 
 
Ramos Torres, Juez Ponente 
 
 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico a 31 de  agosto de 2016. 

Por conducto de su representación legal, licenciada Vilma Dapena 

Rodríguez, comparecen mediante auto de certiorari el señor Néstor 

Cardona Jiménez, la señora Diane Ruiz Cordero y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos. Solicitan la revisión y revocación de 

la resolución del Tribunal de Primera Instancia, Sala Superior de San 

Juan, notificada el 8 de octubre de 2015. Mediante el referido dictamen, el 

foro recurrido declaró ha lugar la solicitud de descalificación de la 

licenciada Dapena Rodríguez, instada por la parte demandada-recurrida, 

por aquella haber incurrido en representación legal simultánea adversa, 

comunicaciones ex parte con la parte contraria y conducta impropia. En 

consecuencia, el tribunal a quo ordenó a la abogada a renunciar a la 

representación legal de la parte demandante-peticionaria y a la de la 

señora Liz Santana Rodríguez. 
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Por las razones que expondremos a continuación, expedimos el 

auto de certiorari y confirmamos la resolución impugnada. Veamos el 

tracto procesal de los hechos pertinentes ante nuestra consideración. 

I 

 El 4 de septiembre de 2013 el señor Néstor Cardona Jiménez, su 

esposa, la señora Diane Ruiz Cordero, y la Sociedad Legal de 

Gananciales compuesta por ambos instaron una demanda contra Liberty 

Cablevision of Puerto Rico LLC y otros, sobre incumplimiento de contrato, 

discrimen por razón de edad y despido injustificado.1 La licenciada Vilma 

Dapena Rodríguez suscribió la reclamación. En el cuerpo del escrito, 

entre otras cosas, se expuso: 

37. El 7 de mayo de 2013, el Sr. Cardona fue citado a una 
reunión donde se encontraba presente el Lcdo. John 
Conrad, Director de Recursos Humanos, y su asistente, la 
Sra. Liz Santana. 

38. De forma sorpresiva y en violación a la promesa y 
acuerdo de Liberty PR, el Lcdo. Conrad le informó a 
Cardona que su empleo había terminado alegando que se 
había eliminado su plaza.2 

 
La parte demandada presentó su alegación responsiva el 4 de 

octubre de 2013.3 En relación con los incisos anteriores, Liberty arguyó. 

37. Se acepta lo alegado en el párrafo treinta y siete (37) de 
la querella. 

38. Del párrafo treinta y ocho (38) solo se acepta que al 
demandante se le notificó de la eliminación de su plaza y su 
terminación de empleo. [...]4 

 
 Posteriormente, y como parte del descubrimiento de prueba, la 

licenciada Dapena Rodríguez envió un pliego de interrogatorio y 

requerimiento de documentos a Liberty. Allí, solicitó que 

[c]on relación a la Sra. Liz Santana, explique en detalle en 
qué consiste su conocimiento personal que tiene sobre la 
reorganización, expediente de personal, despido, normas y 
beneficios y qué relación tiene con el demandante Néstor 
Cardona. Identifique todo documento que apoye su 
respuesta.5   

 

                                                 
1
 Ap. págs. 17-27. 

2
 Ap. pág. 21. 

3
 Ap. págs. 28-50. 

4
 Ap. pág. 34. 

5
 Ap. pág. 53. 
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 En su contestación, la parte demandada expresó lo siguiente: 

Liz Santana – Especialista de Beneficios, (recursos 
Humanos) comenzó con Onelink en julio de 1998.6 Por sus 
funciones conoce y testificaría, entre otras cosas, sobre las 
normas, políticas, información de los expedientes, los 
salarios del reclamante toda vez que la persona que 
preparaba y certificaba sus salarios cada vez que el Sr. 
Cardona lo solicitaba; participó en el plan de reorganización, 
análisis de plazas, procedimientos seguidos, evaluaciones 
hechas y participó del procedimiento de notificación de 
cesantías con información y documentación entregada a los 
empleados. Además estuvo presente en la reunión donde se 
notificó al Sr. Cardona sobre su terminación de empleo y 
conoce los documentos que se le entregaron a este.7  

 
 Asimismo, la señora Liz Santana Rodríguez prestó declaraciones 

en la deposición realizada el 2 de julio de 2014.8 Antes de la deposición, 

la señora Santana Rodríguez revisó el expediente original de Recursos 

Humanos del señor Cardona Jiménez, el cual se encontraba en las 

oficinas de la representación legal de Liberty.9  Citamos las declaraciones, 

según surgen del expediente:10   

P ¿Y la posición suya? 

R „Human Resources and Benefits Specialist‟. 

P ¿Esta posición era la que usted tenía en OneLink? 

R No. 

P ¿Qué posición era la que tenía en OneLink? 

R Supervisora de Recursos Humanos. 

P ¿Y en comparación con la posición que ocupa 
ahora, usted la describe como un ascenso, 
descenso? 

R Como al mismo nivel. 

P ¿Son las mismas responsabilidades? 

R Sí. 

P ¿Y por qué el título de la posición cambió? 

R Pues, porque me estoy enfocando más en el área 
de beneficios, más que “employee relations”. 

P ¿Se gana lo mismo? 

R Sí. 

P ¿Mantuvo los mismos beneficios? 

R Sí. 

[...] 

                                                 
6
 Aclaramos que San Juan Cable LLC (Onelink) y Liberty Cablevision of Puerto Rico LLC 

eran dos empresas que operaban de manera independiente en el ofrecimiento de 
servicios de telecomunicaciones, hasta que el 8 de noviembre de 2012 se fusionaron. 
7
 Ap. pág. 64. 

8
 Ap. pág. 82; págs. 266-348. 

9
 Ap. págs. 270-271. 

10
 Ap. págs. 277-278; 282-283; 286-288; 303-304; 309-313; 316-317; 319. 
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P Entonces, ¿me dice que su, usted se reporta 
directamente entonces a Jasmín... 

R Castro. 

P ... Castro? Ella, el jefe de Jasmín Castro es Conrad, 
¿correcto? 

R Correcto. 

P ¿Ella ha trabajado siempre para Liberty? 

R Correcto. 

P Lo que quiero saber es lo siguiente: El Departamento 
de Recursos Humanos, de lo que yo entiendo que me 
acaba de declarar usted, estaba compuesto de la 
Directora Vidia Arill... 

R Correcto.  

P ... usted era Supervisora de Recursos Humanos y 
estaban las personas que hacían trabajo por las 
agencias temporeras, los “clerks‟. 

R Correcto. 

P ¿Alguien adicional que pertenecía a ese grupo? 

R Aparte de Arlene Rivera, que yo se la había 
mencionado... 

[...] 

P Okey. Le pregunto, señora Santana, ¿desde cuándo 
usted conoce al ingeniero Cardona? 

R Cuando entré a la compañía en el 98. 

P ¿Desde OneLink? 

R Desde Cable TV of Greater San Juan. 

P ¿Desde Cable TV? 

R Sí. 

P O sea, ¿qué desde el año? 

R Noventa y ocho, que yo comencé en la compañía. 

P Okey. Y usted dentro de sus años, verdad, que haya 
estado en Recursos Humanos y ahora después en 
Liberty, mientras él estuvo en esos meses, dada la 
posición que usted tenía en esas compañías usted 
tenía acceso a información con relación al 
desempeño del señor Cardona, ¿correcto? además  
de los demás empleados de la empresa. 

R A nivel de expediente, con el expediente, unjú. 

P Okey. Y ya me dijo que en el expediente no surge 
nada negativo con relación al desempeño del señor 
Cardona, ¿correcto? 

R Correcto. 

P Le pregunto si en algún momento usted obtuvo 
conocimiento de que el señor Cardona no estaba 
realizando adecuadamente sus funciones. 

R Por lo menos no vi nada. 

P ¿Pero de alguna forma fuera del expediente alguien 
le mencionó a usted que él no estaba haciendo las 
funciones de su empleo, en alguna de las dos 
empresas? 

R No, no. 

[...] 
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P Le pregunto si usted participó en algún tipo de 
reorganización en la empresa Liberty. 

R Sí. 

P Hábleme de esa reorganización, ¿para qué fecha 
usted tuvo esa participación? 

R A partir de febrero, marzo de 2013. 

P ¿Cuál era su rol en ese plan de reorganización, su 
envolvimiento en particular? 

R En los análisis de cómo llevar a cabo la 
reorganización, de verificar departamentos, 
información, salarios, validar información. 

[...] 

P Okey. Le pregunto si usted sabe qué pasó con la 
posición de Néstor Cardona de, aquí, según el 
organigrama, que estaba ocupando en 
Operaciones, Director de Operaciones. 

R ¿De qué pasó, si hay alguien ocupándola 
actualmente? 

P Sí, porque él está despedido, ¿qué pasó con esa 
vacante? 

R No, no hay nadie en esa vacante. 

[...] 

P ¿Cuántas veces usted se reunió, si alguna, con Assaf 
Kaminer durante los meses, esos meses que me 
mencionó que usted estuvo en ese plan? 

R En la reorganización esas reuniones se llevaron a 
cabo hasta mayo, inclusive junio. 

P Seguro. Pues, entonces, ¿estamos en que esa 
reorganización se llevó a cabo desde febrero o 
desde enero? 

R Por lo menos que yo estuve partícipe, fui partícipe 
de esos análisis, desde febrero hasta junio. 

P ¿Hasta junio 2013? 

R 2013. 

[...] 

P ¿Y qué razón le dieron a usted por lo que lo 
despidieron? 

R Una decisión de negocios, no me dieron detalles. 

P ¿No? 

R No me dieron detalles. 

P ¿El día que a él lo despiden usted estaba 
presente? 

R Sí. 

P Okey. ¿Por qué usted estaba presente? 

R Como parte de Recursos Humanos y el señor Conrad 
como me pidió que estuviera con él al momento de 
llevar a cabo el anuncio al señor Cardona, y como, 
pues el señor Cardona y yo, pues nos conocemos, 
pues para que él se sintiera con una persona de que 
conoce. Para llevar el proceso y para llevar apoyo en 
la orientación en cuestión de los beneficios. 

P ¿Qué beneficios? 
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R Plan médico, el servicio de cable, el servicio que 
tenía de teléfono celular. 

P Cuénteme ese proceso completo. ¿En qué momento 
antes del despido de Néstor Cardona, cuando se le 
informa a él, es que Conrad le dice a usted que 
quiere que lo acompañe para apoyo y para explicar 
beneficios, ese mismo día? 

R Ese mismo día. 

[...] 

P O sea, ¿qué usted lo que dice es que usted está 
asumiendo que él formó parte de una 
reorganización? 

R Correcto. 

P ¿Y lo asume porque había una reorganización? 

R Estábamos llevando a cabo una reorganización. 

[...]  

P ¿Y el documento que se llama acuerdo general y 
relevo transaccional, que yo lo tengo por aquí, se va 
a marcar como Exhibit 2 de esta deposición, usted 
está familiarizada con ese documento.11 

R Sí. 

P Ese documento fue el que se le entregó a Néstor 
Cardona el día que se le notifica su despido, 
¿correcto? 

R Correcto. 

P  ¿Quién prepara este documento? 

R Entiendo que los abogados laborales de la 
compañía. 

P ¿Usted no lo preparó? 

R No. 

[...] 

P (...) Yo quiero saber lo que el señor Joe Conrad le 
dijo al señor Cardona específicamente con relación al 
motivo de su terminación. 

R De verdad que las palabras exactas no le puedo 
precisar, porque ya han pasado más de un año y no 
tomé notas en cuestión de eso, pero sí se le informó 
de que ya la relación, pues no, como empleado de la 
compañía, pues no era, no me acuerdo si fue por una 
decisión de negocios o fue una decisión 
administrativa, cuáles fueron las palabras exactas.  

[...] 

R Con respecto a las palabras que utilizó el señor 
Conrad el día del anuncio de la terminación del señor 
Cardona, y si mal no recuerdo entiendo que él dijo, y 
eso se lo puede confirmar, ¿verdad?, cuando tenga la 
reunión con el señor Conrad: “Pues, como sabes que 
estamos en un proceso de la reorganización”, o sea, 
le dice a Néstor, dirigiéndose al señor Néstor 
Cardona: “Como conoces, sabes que estamos en 
un proceso de reorganización y, pues, se ha 
determinado, ¿verdad?, que ya no vas a trabajar, 

                                                 
11

 Véase, Ap. págs. 352-361. 
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¿verdad?, no vamos a tener esta relación entre 
empleado y compañía más con nosotros como 
parte de la reorganización”. Y procede a leerle el 
documento que es el acuerdo.12 

[..] 

P Okey. ¿Cuándo usted me dice que... Le pregunto si 
usted participó... Voy a retirar, porque ya obviamente 
me dijo que había comenzado en las 
reorganizaciones que ocurrieron del mes, después de 
enero, ¿verdad?, hasta junio 2013. 

R Que empecé con las reuniones. 

P ¿Qué usted participó? 

R Correcto. 

P ¿Y esas reuniones se hacían cada cuánto tiempo? 

R Semanal. 

[...] 

P Le pregunto si como parte de su participación en 
estas reuniones ustedes una vez determinaban, 
ahí se determinaban las plazas que debían o no 
eliminarse. 

R Sí 

P ¿De esas plazas que se determinaba eliminar 
esos empleados ahí había gerenciales también? 

R Sí. 

(Énfasis nuestro). 

 
La señora Santana Rodríguez testificó ampliamente sobre los 

criterios utilizados en el plan de reorganización. A preguntas de la 

licenciada Dapena Rodríguez aludió a un par de reuniones que sostuvo la 

exempleada con el señor Cardona Jiménez y otras personas, en las que 

se discutió el plan de reorganización del área que aquel dirigía.13 Aclaró, 

sin embargo, que no participó en el análisis del puesto del señor Cardona 

Jiménez.14 

Así las cosas, el 2 de diciembre de 2014, la señora Santana 

Rodríguez fue despedida de Liberty. El 18 de diciembre de 2014, en 

representación de esta, la licenciada Dapena Rodríguez suscribió una 

comunicación15 dirigida al señor Conrad, en la que aseveró: 

Por medio de la presente notifico que la Sra. Liz Santana ha 
contratado los servicios de nuestra oficina para intentar 

                                                 
12

 Aclaración que hizo la señora Santana Rodríguez al final de la deposición; véase, Ap. 
págs. 341-342.  
13

 Ap. págs. 330-337. Véase, además, Ap. págs. 362-370. 
14

 Ap. págs. 290. 
15

 Ap. págs. 89-90. 
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llegar a un acuerdo extrajudicial relacionado con su despido 
por parte de Liberty PR. 

La Sra. Santana fue despedida por Onelink-Liberty 
Cablevision luego de 16 ½ años de haber ejercido un trabajo 
de excelencia. Tras evaluar y analizar hechos relevantes a 
su despido, entendemos que el mismo fue uno ilegal y en 
represalias por motivo de un acomodo razonable solicitado 
por la Sra. Santana al igual que el testimonio que prestó en 
su deposición el (sic) caso judicial del Sr. Néstor Cardona en 
contra de Liberty PR.  

Al presente, la Sra. Santana y su esposo tienen varias 
reclamaciones válidas para presentarse ante el Tribunal. En 
esencia, las mismas comprenden acciones a tenor con (sic) 
la Ley 80 de 30 de mayo de 1976, Ley 115 de 20 de 
diciembre de 1990, y la ley 44 de 2 de julio de 1985. Sin 
embargo, la Sra. Santana tiene interés en realizar un 
esfuerzo para resolver este asunto de forma amigable, sin la 
intervención del Tribunal. Por tanto, a nombre de la Sra. 
Santana, le proponemos a Liberty PR que satisfaga a la Sra. 
Santana el pago de la mesada bajo la Ley 80 la cual 
asciende a una suma de $67,097.00. Además, los 
beneficios bajo la Ley COBRA deben ser inclu[i]dos. 

La Sra. Santana y su esposo han sufrido y continúan 
sufriendo serios daños emocionales y económicos como 
resultado al (sic) despido injustificado de la primera y las 
represalias que entendemos se cometieron en su contra. 
Por consiguiente, la oferta que se está presentando tiene un 
término de vigencia de siete (7) días. Transcurrido dicho 
término la misma queda automáticamente retirada. Lo invito 
a que discuta la misma con los oficiales de la empresa y 
esperamos que podamos resolver este asunto sin tener que 
litigar un caso que será extenso y costoso para ambas 
partes.   

 
Coetáneamente, el 29 de diciembre de 2014, Liberty presentó una 

moción informativa16 al tribunal primario y reseñó que el 1 de diciembre de 

2014 se había celebrado una vista de estado de los procedimientos, en la 

que se notificó al foro primario que las partes “entendían que podían 

alcanzar una acuerdo transaccional, en el cual la única controversia 

remanente sería calcular la mesada a la que el Sr. Néstor Cardona 

Jiménez . . . podía tener derecho”. Añadió Liberty que, a pesar de las 

gestiones realizadas, las partes no habían llegado a un acuerdo 

transaccional ni se había estipulado la cuantía de la mesada de la que el 

demandante podía ser acreedor, en el caso de prevalecer en su 

reclamación de despido injustificado. La parte demandada hizo constar 

                                                 
16

 Ap. págs. 91-92. 
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también que estaba en “la mejor disposición de participar en cualquier 

proceso de transacción futuro”.17 

En enero de 2015, Liberty recibió la misiva de la licenciada Dapena 

Rodríguez, en representación de la señora Santana Rodríguez. Como 

respuesta, cursó una comunicación a la abogada, fechada el 17 de 

febrero de 2015,18 mediante la cual le solicitó que renunciara a la 

representación del señor Cardona Jiménez y a la de la señora Santana 

Rodríguez. Fundamentó su petición en que la señora Santana Rodríguez, 

aun cuando ya no era empleada de Liberty, para los efectos del caso del 

señor Cardona Jiménez, continuaba siendo una representante de la 

codemandada. Por tanto, la representación de ambos por la misma 

abogada era “altamente impropio”. La licenciada Dapena Rodríguez no 

contestó la misiva.  

El caso de los demandantes de epígrafe continuó su curso, lo que 

incluyó la presentación de una sentencia sumaria parcial, incoada por 

estos el 20 de enero de 2015; y resuelta a su favor, mediante una 

resolución notificada el 11 de marzo de 2015.19. En el dictamen, el foro 

primario resolvió que el monto de $74,000.00 por concepto de un bono de 

retención pagado al señor Cardona Jiménez constituía salario. Por tanto, 

ya fuera que las partas llegaran a un acuerdo transaccional o que los 

demandantes prevalecieran en un juicio en sus méritos, dicha cuantía 

debía ser considerara para calcular el pago de la mesada.  

Así las cosas, el 13 de marzo de 2015, Liberty presentó en el foro 

de primera instancia sendas solicitudes de paralización de los 

procedimientos20 y de descalificación de la licenciada Dapena 

Rodríguez.21 Alegó que la señora Santana Rodríguez fungía como 

Supervisora de Recursos Humanos al momento del despido del señor 

Cardona Jiménez. En tal capacidad gerencial, esta participó en la 

                                                 
17

 Ap. pág. 91. 
18

 Ap. págs. 159-164. 
19

 Véase, Ap. págs. 93-128; 129-140. Liberty no se opuso. El foro sentenciador denegó 
una solicitud para presentar un escrito tardío; véase, Ap. págs. 169-170. 
20

 Ap. págs. 141-142. 
21

 Ap. págs. 143-164. 
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planificación de la reducción de personal de las compañías fusionadas, 

estuvo presente durante el despido del señor Cardona Jiménez y tuvo 

acceso a las consultas legales de Liberty como parte del caso de 

epígrafe. Agregó que la letrada puso en peligro el derecho de Liberty a 

que la representación legal de los demandantes no se comunique ex 

parte con su representante y a que no se divulguen indebidamente sus 

comunicaciones privilegiadas y confidenciales. A estos efectos, invocó las 

Reglas 503 y 513 de las de Evidencia. Cuestionó, además, las 

incompatibilidad de representar simultáneamente a la alegada víctima de 

despido discriminatorio e injustificado y a uno de los supuestos autores. 

El 17 de marzo de 2015, el Tribunal de Primera Instancia celebró la 

Conferencia con Antelación al Juicio, pero el informe no se había hecho.22  

Según se desprende de la minuta, Liberty reiteró lo expuesto en su 

petición y adujo que “[e]l peligro es enorme porque Santana piensa que la 

representación del querellante es su abogada y piensa que, dentro de esa 

protección que provee el privilegio abogado-cliente, puede compartir con 

la representación legal del querellante información confidencial del 

querellado”. Añadió que “[e]n vista de todo esto no se sentía que debía 

sentarse con la abogada del querellante a dialogar con las estipulaciones 

y demás para hacer el informe”.23 Insistió que se habían violado los 

Cánones de Ética Profesional 21 y 28. 

Por su parte, la licenciada Dapena Rodríguez expresó que la 

señora Santana no era Supervisora de Recursos Humanos, sino 

Especialista de Beneficios. Agregó que su clienta era una empleada más, 

que no participó en el despido del señor Cardona Jiménez, que solo 

estuvo allí para explicar los beneficios del señor Cardona Jiménez. 

Arguyó que la solicitud de descalificación solo tenía el propósito de 

obstruir la búsqueda de la verdad, por lo que iba a solicitar sanciones 

severas.  

                                                 
22

 Ap. págs. 165-170. 
23

 Ap. pág. 166. 
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Escuchados los argumentos, el tribunal concedió un término para 

que la licenciada Dapena Rodríguez se expresara. Indicó, además, que 

no aceptaría escritos más allá de la dúplica.24 

El 10 de abril de 2015 y en cumplimiento de orden, la licenciada 

Dapena Rodríguez presentó su oposición a la descalificación y solicitó la 

imposición de sanciones.25 En apretada síntesis expuso que (1) Liberty no 

ha probado tener legitimación activa; (2) que la señora Santana no es 

parte del caso, no ha pertenecido a la gerencia de Liberty, nunca fue 

Supervisora de Recursos Humanos ni participó en la decisión del despido; 

(3) que la señora Santana no es cliente de la representación legal de 

Liberty; (4) y  que el testimonio de la señora Santana no es adverso a al 

señor Cardona Jiménez, sino a Liberty.  

Liberty replicó;26 la licenciada Dapena Rodríguez presentó una 

dúplica,27 a la que Liberty también se opuso.28 En este último escrito, 

Liberty anejó una declaración jurada de la señora Kyria Rodríguez Pérez, 

Especialista en Recursos Humanos de Liberty,29 junto con documentos 

acreditativos de las empresas fusionadas que constataban lo ya 

declarado: que la señora Santana Rodríguez fungía como Supervisora de 

Recursos Humanos al tiempo del despido del señor Cardona Jiménez.30 

El 29 de septiembre de 2015, notificada el 8 de octubre del mismo 

año, el Tribunal de Primera Instancia dictó la resolución recurrida. 

Resolvió que la señora Santana Rodríguez debe considerarse como parte 

demandada, por ende, se “plantea la posibilidad de un acceso actual o 

futuro impermisible de la abogada del demandante (...) a las confidencias 

privilegiadas de la corporación o de su representante legal”.31 En armonía 

con lo anterior, el foro a quo concluyó que la representación simultánea 

de los demandantes de epígrafe y la señora Santana Rodríguez presenta 

                                                 
24

 Ap. pág. 170. 
25

 Ap. págs. 171-253. 
26

 Ap. págs. 254-370 (11 de mayo de 2015). 
27

 Ap. págs. 371-377 (21 de mayo de 2015). 
28

 Ap. págs. 378-385 (4 de junio de 2015).  
29

 Ap. págs. 382-383. 
30

 Ap. págs. 384-385. 
31

 Ap. pág. 15. 
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un conflicto de interés que los Cánones de Ética Profesional proscriben. 

Por lo tanto, ordenó a la letrada que renunciara a ambas 

representaciones legales. 

Inconforme, el 6 de noviembre de 2015, los demandantes-

peticionarios, a través de la licenciada Dapena Rodríguez, acudieron ante 

este tribunal intermedio. Señalaron que el foro primario cometió un claro 

abuso de discreción al ordenar la descalificación, la cual atenta contra el 

Derecho prevaleciente en In re César Andréu, Rivera, infra; e ignora el 

testimonio adverso contra Liberty prestado por la señora Santana 

Rodríguez. Añadió que el tribunal a quo incidió a no aplicar los requisitos 

establecidos por el Tribunal Supremo de Puerto Rico al evaluar una 

solicitud de descalificación; y al privar a los demandantes-peticionarios del 

derecho protegido por el debido proceso de ley al considerar una 

declaración jurada tardíamente y en violación a una orden del foro 

recurrido.  

Acompañaron su recurso con una solicitud en auxilio de 

jurisdicción. Solicitaron la paralización de los efectos de la resolución 

impugnada. El 10 de noviembre de 2015 resolvimos en la negativa y 

concedimos un término a Liberty para que se expresara, lo que hizo el día 

23. Con el beneficio de la comparecencia de ambas partes, procedemos a 

esbozar el marco doctrinal pertinente. 

II 

A 

En el ejercicio de su poder inherente de supervisar y controlar los 

procesos judiciales, incluida la conducta de los abogados que postulan 

ante ellos, los tribunales de primera instancia tienen autoridad para 

ordenar la descalificación de los abogados que participan en un caso.32 

                                                 
32

 En lo pertinente, la Regla 9.3 de las de Procedimiento Civil dispone: 

(...) El tribunal, en el ejercicio de su poder inherente de supervisar la conducta de 
los abogados y abogadas que postulan ante sí, podrá, a iniciativa propia o a 
solicitud de parte, (...) descalificar a un abogado o abogada que incurra en 
conducta que constituya un obstáculo para la sana administración de la justicia o 
infrinja sus deberes hacia (...) sus representados(as) o sus compañeros(as) 
abogados(as). 

Regla 9.3 de Procedimiento Civil, 32 L.P.R.A. Ap. V, R. 9.3. 
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En los foros de primera y segunda instancia, la descalificación no 

constituye una acción disciplinaria, sino una medida preventiva para 

garantizar a todas las partes un trato justo y leal durante el desarrollo del 

proceso, sin ventajas de una parte sobre otra; evitar violaciones a los 

Cánones de Ética Profesional; y proteger los intereses de los litigantes. 

Meléndez v. Caribbean Int'l. News, 151 D.P.R. 649, 660-661 (2000); K-

Mart Corp. v. Walgreens of P.R., Inc., 121 D.P.R. 633, 637-638 (1988). 

En fin, la descalificación es un mecanismo para asegurar la 

adecuada marcha de un litigio. Así, los tribunales de primera instancia o el 

foro intermedio revisor pueden descalificar a un abogado o abogada para 

evitar actos disruptivos durante el trámite del pleito y lograr el objetivo de 

que los casos se ventilen de forma justa, rápida y económica. Meléndez v. 

Caribbean Int'l. News, supra, págs. 660-661; K-Mart Corp. v. Walgreens of 

P.R., Inc., supra, pág. 637 (1988). La descalificación, además, es un 

asunto que trasciende los intereses particulares de los litigantes para 

colocarse en el campo de la práctica ética de la abogacía, pues los 

abogados deberán evitar hasta la apariencia de conducta profesional 

impropia. Canon 38 del Código de Ética Profesional, 4 L.P.R.A. Ap. IX, C. 

38. 

No obstante, la mera presentación de una moción de 

descalificación no significa que esta proceda. Prevalece un criterio de 

aproximación judicial que conduce a una evaluación de los hechos 

particulares de cada caso y las circunstancias que los rodean, con el fin 

de balancear el perjuicio que pueda sufrir el cliente y su abogado si se 

ordena la descalificación. In re Carreras Rovira y Suárez Zayas, 115 

D.P.R. 778, 790 (1984). 

Al evaluar una moción de descalificación solicitada por la parte 

contraria, los foros de instancia  tienen el deber de sopesar los intereses 

en conflicto. Además, el tribunal deberá considerar los siguientes 

elementos: (i) la legitimación activa del solicitante; (ii) la gravedad del 

alegado conflicto de interés; (iii) la complejidad del derecho o los hechos 
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pertinentes a la controversia; (iv) el expertise de los abogados 

involucrados; (v) la etapa de los procedimientos cuando surja la 

controversia sobre la descalificación y su posible efecto en cuanto a la 

resolución justa, rápida y económica del caso; y (vi) el propósito detrás de 

la descalificación; es decir, si la moción de descalificación se utiliza como 

mecanismo procesal para dilatar los procedimientos. Liquilux Gas Corp. v. 

Berríos, Zaragoza, 138 D.P.R. 850, 864-865 (1995); Otaño v. Vélez, 141 

D.P.R. 820, 828 (1996).  

En cuanto a la legitimación activa, el El Tribunal Supremo ha 

afirmado que para satisfacer el requisito de legitimación activa, se 

requiere que el promovente demuestre que la representación en 

controversia le causa un perjuicio o una desventaja indebida en el pleito 

reciente. Para ello, el tribunal debe evaluar los hechos particulares de 

cada caso y hacer un análisis de la totalidad de las circunstancias que lo 

rodean, para valorar si la actuación del abogado impugnado tiene el 

potencial de desembocar en una violación a los Cánones de Ética 

Profesional. In Re Sánchez Ramos, 174 D.P.R. 453, 465 (2008); Otaño v. 

Vélez, supra, pág. 828; Liquilux Gas v. Berríos, 138 D.P.R., supra, pág. 

864, n.6. 

De igual forma, el foro de primera instancia debe tomar en cuenta 

el derecho que le asiste a todo ciudadano de escoger con libertad el 

abogado que lo represente, y asegurarse de que el abogado a ser 

descalificado “tenga al menos la oportunidad de ser oído” y pueda 

“presentar prueba en su defensa”. Otaño v. Vélez, supra, pág. 828; 

Sánchez Acevedo v. E.L.A., 125 D.P.R. 432, 438 (1990); In re Vélez, 103 

D.P.R. 590, 599 (1975); In re González Blanes, 65 D.P.R. 381, 393 

(1945). 

 De otro lado, cuando la moción de descalificación incluya no solo a 

un abogado, sino también al bufete al cual este pertenezca, es necesario 

determinar si la descalificación del abogado en particular (descalificación 

primaria) debe imputársele al bufete en general (descalificación 
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imputada). Liquilux Gas Corp. v. Berríos, Zaragoza, supra, pág. 865. La 

doctrina de descalificación imputada autoriza la extensión de la causal de 

descalificación primaria a todos los abogados del bufete o agrupación. Se 

ha dicho que esta imputación “asume el carácter particular de una 

presunción de confidencias compartidas”. Id. Según el citado precedente, 

esta presunción puede convertir al bufete o grupo de abogados en un solo 

abogado, de manera que quedaría descalificado de toda representación 

adversa.  

 Ahora bien, la presunción de “confidencias compartidas” no se 

activa de forma automática en todo caso. Aplicará “únicamente a aquellos 

bufetes o grupos de abogados cuyo ambiente se caracterice por el libre 

flujo y fácil acceso a información o por incentivos considerables para que 

los abogados compartan información entre sí”. Robles Sanabria, Ex parte, 

133 D.P.R. 739, 752 (1993); Liquilux Gas Corp. v. Berríos, Zaragoza, 

supra, pág. 865. Incluso, en los casos en los que se determine que aplica 

ese criterio, “tal conclusión no siempre conllevará la descalificación 

automática del bufete”. Liquilux Gas Corp. v. Berríos, Zaragoza, supra, 

pág. 866. Si la parte opositora puede demostrar razonablemente que no 

existe una razón de peso que justifique su descalificación, la presunción 

será refutable. P.R. Fuels, Inc. v. Empire Gas Co., Inc., 133 D.P.R. 112, 

126 (1993). No obstante, si se trata de un caso en que no resulte 

razonable concluirlo, la presunción sería irrefutable. Reiteramos, en estos 

casos, la mera presunción convierte al bufete de abogados en un solo 

abogado para fines de la doctrina de descalificación imputada. Liquilux 

Gas Corp. v. Berríos, supra, págs. 865 y 866. 

Finalmente, al hacer el escrutinio de rigor sobre la conducta 

imputada a un abogado o a una abogada y sus efectos en la continuidad 

de su representación, el foro de primera instancia tiene amplia discreción, 

pues es espectador directo del desempeño y comportamiento de los 

abogados durante el litigio y puede evaluar de manera fundamentada las 

consecuencias que tendrá su permanencia sobre las partes y el proceso. 
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Cabe recordar que la determinación de descalificar a un abogado por el 

foro adjudicador es una determinación de derecho ejercida dentro del 

marco de discreción de sus funciones en el manejo procesal de un caso. 

Por tal razón, los tribunales apelativos no debemos sustituir nuestro 

criterio en el ejercicio de esa discreción, salvo en casos en que ese foro 

incurra en arbitrariedad o craso abuso de discreción. Meléndez v. 

Caribbean Int.  News, supra, pág. 664. 

B 

El Canon 21 de nuestro Código de Ética Profesional le impone al 

abogado un deber de lealtad completa. En lo pertinente, el Canon 21 

dispone: 

El abogado tiene para con su cliente un deber de lealtad 
completa. Este deber incluye la obligación de divulgar al 
cliente todas las circunstancias de sus relaciones con 
las partes y con terceras personas, y cualquier interés 
en la controversia que pudiera influir en el cliente al 
seleccionar su consejero. (...). 

No es propio de un profesional el representar intereses 
encontrados. Dentro del significado de esta regla, un 
abogado representa intereses encontrados cuando, en 
beneficio de un cliente, es su deber abogar por aquello 
a que debe oponerse en cumplimiento de sus 
obligaciones para con otro cliente. 

(...) Un abogado no debe aceptar la representación de 
un cliente en asuntos que puedan afectar adversamente 
cualquier interés de otro cliente anterior (...), aun 
cuando ambos clientes así lo aprueban. (...). 

[...]. 

4 L.P.R.A. Ap. IX, C.21. (Énfasis nuestro). 

 
Este deber incluye, por ejemplo, ejercer un criterio profesional 

independiente y desligado de sus propios intereses y no divulgar los 

secretos y las confidencias que el cliente haya compartido durante el 

transcurso de sus representaciones pasadas y presentes. In re Vélez 

Barlucea, 152 D.P.R. 298, 309 (2000); Liquilux Gas Corp. v. Berríos, 

Zaragoza, supra, pág. 858; Otaño v. Vélez, supra, pág. 826; Robles 

Sanabria, Ex parte, supra, pág. 745. 

El precitado canon está concretamente dirigido a evitar que el 

abogado incurra en la representación de intereses conflictivos, sobre todo 

en tres situaciones o supuestos particulares que deben evitarse: (i) 
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aceptar la representación legal cuando a su juicio la misma puede verse 

afectada por sus expectativas o intereses personales; (ii) aceptar la 

representación simultánea de dos clientes distintos con intereses 

contrapuestos; (iii) aceptar la representación de un cliente en asuntos 

que puedan afectar cualquier interés de un cliente anterior. In re Toro 

Cubergé, 140 D.P.R. 523, 529 (1996). 

En lo pertinente a este caso, el segundo supuesto, relativo al deber 

de lealtad profesional, prohíbe que el abogado incurra en una 

representación simultánea adversa. Como reconociera el Tribunal 

Supremo en In re Toro, esta prohibición intenta evitar que, en beneficio de 

un cliente, se abogue por aquello a lo que el letrado debe oponerse, en 

cumplimiento de sus obligaciones para con otro cliente. Véase también, In 

re Belén Trujillo, 126 D.P.R. 743, 752 (1990); P.R. Fuels, Inc. v. Empire 

Gas Co., Inc., supra, pág. 118-119. Ello no quiere decir que un abogado 

no pueda representar simultánea o sucesivamente a dos clientes en 

asuntos similares. Solo proscribe que el letrado represente a un cliente en 

una controversia que esté sustancialmente relacionada a la de otro cliente 

actual o anterior, cuando los intereses de ambos sean adversos. 

Developments in the Law: Conflicts of Interest in the Legal Profession, 94 

Harv. L. Rev. 1244, 1295-1296 (1981), que se cita en Liquilux Gas Corp. 

v. Berríos, Zaragoza, supra, pág. 859. 

 El citado Canon 21, así como el Canon 38 del Código de Ética 

Profesional, 4 L.P.R.A. Ap. IX, C. 38, describen las circunstancias que 

pueden configurar un conflicto de interés que impida a un abogado 

representar a un determinado cliente.33 El conflicto de intereses se 

configura cuando existe alguna circunstancia que imposibilita la 

representación libre y adecuada por parte del abogado y cuando vulnera 

la lealtad absoluta que el abogado debe a su cliente. In re Sepúlveda 

                                                 
33

  El Canon 38 señala en parte: 

El abogado deberá esforzarse, al máximo de su capacidad, en la exaltación del 
honor y dignidad de su profesión, aunque el así hacerlo conlleve sacrificios 
personales y debe evitar hasta la apariencia de conducta profesional 
impropia.  

4 L.P.R.A. Ap. IX, C. 38. (Énfasis nuestro). 
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Girón, 155 D.P.R. 345, 355 (2001); In re Carreras Rovira y Suárez Zayas, 

supra, pág. 789.  

Entre los factores a considerar para evaluar una situación de 

representación múltiple adversa, se destacan: (i) el grado en el cual los 

intereses de los clientes difieren; (ii) la naturaleza de la representación; 

(iii) la probabilidad de que el abogado sea influenciado por uno de los 

clientes; y (iv) la extensión en que los intereses de los clientes 

puedan ser afectados de quedar influenciado el abogado por alguno 

de ellos. Id., supra, pág. 790. Por lo dicho, el conflicto de intereses por 

razón de representación múltiple debe ser examinado a la luz del criterio 

de impropiedad, sin necesidad de que se aporte prueba de una violación 

ética como tal. Id., pág. 792. 

Así como el conflicto de intereses no puede subsanarse por el 

hecho de que los clientes encontrados aprueben la representación legal 

del abogado, la representación simultánea adversa tampoco puede 

curarse cuando el abogado renuncia a la representación de una de las 

partes. De renunciar solamente a una de ellas, la representación se 

convertiría en una sucesiva adversa. Liquilux  Gas Corp. v.  Berríos, 

Zaragoza, supra, pág. 858; véase también Guillermo Figueroa Prieto, 

Responsabilidad Profesional, 65 Rev. Jur. U.P.R. 723, 742-743 (1995). 

Por ello el Tribunal Supremo de Puerto Rico ha establecido que en el 

caso de una representación simultánea adversa, el único remedio 

disponible para el abogado o abogada es renunciar a ambas 

representaciones y no a una sola de ellas. Liquilux Gas Corp. v. Berríos, 

Zaragoza, supra, pág. 859; Ortiz  v. Soliván Miranda, 120 D.P.R. 559, 562 

(1988); In re Roldán González, 113 D.P.R. 238, 243 (1982). 

C 

 Por otra parte, el Canon 28 de los de Ética Profesional estatuye: 

El abogado no debe, en forma alguna, comunicarse, negociar 
ni transigir con una parte representada por otro abogado en 
ausencia de este. Particularmente, debe abstenerse de aconsejar 
o incurrir en conducta que pueda inducir a error a una parte que no 
esté a su vez representada por abogado. 

4 L.P.R.A. Ap. IX, C. 28. (Énfasis nuestro). 
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 Este precepto ético salvaguarda el derecho de los litigantes a 

obtener representación legal adecuada como el privilegio abogado-

cliente, independientemente del nivel de educación o profesión. Así, la 

disposición ética proscribe todo tipo de comunicación entre un abogado y 

una parte adversa con representación legal. Con ello se evitan 

acercamientos inapropiados con las partes representadas legalmente y, 

que de manera antiética se obtenga alguna ventaja. De igual forma, se 

previene que los abogados induzcan a error a personas que carecen de 

representación legal. In re Andréu, Rivera, 149 D.P.R. 820, 824-825 

(1999). 

Sin embargo, el referido Canon no define qué es parte, cuando en 

los litigios intervienen personas jurídicas. Es conocido que en el caso de 

las corporaciones, aunque poseen una personalidad jurídica 

independiente a la de sus accionistas, directores y oficiales, actúan por 

conducto de estos. Srio. Daco v. Comunidad San José, Inc., 130 D.P.R. 

782, 798 (1992); In re Andréu, Rivera, supra, págs. 825-826.  

 En In re Andréu, Rivera el Alto Foro evaluó la Regla 4.2 del Código 

Modelo de Conducta Profesional34 y la Regla DR 7-014 del Código de 

Responsabilidad Profesional de la American Bar Association.35 Conforme 

con la Opinión, en el contexto del Canon 28, los directores, oficiales, 

empleados y oficiales de una corporación podrían estar incluidos en el 

término parte, pues se considerarían una extensión de la corporación. In 

re Andréu, Rivera, supra, págs. 828. Estos son aquellas personas “que: (i) 

                                                 
34

 Rule 4.2 Communication With Person Represented By Counsel 

In representing a client, a lawyer shall not communicate about the subject of the 
representation with a person the lawyer knows to be represented by another 
lawyer in the matter, unless the lawyer has the consent of the other lawyer or is 
authorized to do so by law or a court order. 

ABA Annotated Model Rules of Professional Conduct, Rule 4.2. 
35

 DR 7-104 -Communicating With One of Adverse Interest. 

(A) -During the course of his representation of a client a lawyer shall not: 

(1) -Communicate or cause another to communicate on the subject of the 
representation with a party he knows to be represented by a lawyer in that matter 
unless he has the prior consent of the lawyer representing such other party or is 
authorized by law to do so. 

(2) -Give advice to a person who is not represented by a lawyer, other than the 
advice to secure counsel, if the interests of such person are or have a 
reasonable possibility of being in conflict with the interests of his client. 

ABA Model of Professional Responsibility, DR 7-104. 
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poseen responsabilidades de índole gerencial, (ii) tienen facultad para 

obligar y vincular a la entidad corporativa y (iii) aquellos cuyas acciones u 

omisiones puedan imputársele a la corporación para efectos de 

determinar responsabilidad civil o criminal”. Id., pág. 827. 

 Asimismo, el Tribunal Supremo delineó los factores a considerar al 

evaluar si determinado director, oficial o empleado es parte. Estos son: (i) 

el cargo que ocupa, (ii) poder decisional, (iii) autoridad para vincular a la 

corporación o hablar en su nombre, y (iv) el asunto sobre el cual versa la 

comunicación; es decir, si está inherentemente relacionado con la 

controversia judicial”. Id., pág. 829; In re Axtmayer Balzac, 179 D.P.R. 

151, 160 (2010). 

Ahora bien, ¿se extiende lo anterior a los exempleados?  

Aunque se ha reconocido que la Regla 4.2 no debe ampliarse para 

abarcar a los exempleados, en ciertas circunstancias, sí podrían continuar 

considerándose como parte de un litigio, aun cuando ya no trabajen para 

la corporación. A modo de ejemplo, en los casos en que los exempleados 

ostentaron responsabilidades gerenciales concernientes al asunto en 

controversia (“managerial responsibilities concerning the matter in 

litigation.”). Lo anterior se fundamenta en el posible privilegio y 

confidencialidad que tengan las comunicaciones entre el abogado de la 

corporación y el exempleado, pero cuyo poseedor del privilegio es la 

corporación, que al fin y al cabo es el cliente. Los derechos de este 

tercero ausente deben ser salvaguardados. Véase, ABA Formal Op. 91-

359 (March 22, 1991); Porter v. Arco Metals, 642 F.Supp. 1116-1118 

(D.Mont.1988); Amarin Plastics v. Maryland Cup Corp., 116 F.R.D. 36, 41 

(D.Mass.1987).  

Cónsono con esto, la Regla 503 de las de Evidencia extiende la 

protección de las comunicaciones privilegiadas entre abogado-cliente a 

un representante autorizado, definido como la 

[p]ersona facultada para  obtener servicios legales o actuar 
a base de consejo legal ofrecido, en representación de la 
que es cliente. Incluye a una persona que, con el propósito 
de que se brinde representación legal a quien es cliente, 
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hace o recibe una comunicación confidencial mientras actía 
dentro del alcance de su empleo con el o la cliente. 

Regla 503(A)(3) de Evidencia, 32 L.P.R.A. Ap. VI, R. 503(A)(3).  

 
 Sobre esta Regla, se ha dicho que “es el caso típico de los 

empleados de una corporación quien es cliente del abogado o abogada. 

Bajo el representante autorizado del cliente se mantiene la 

confidencialidad de las comunicaciones”. Rolando Emmanuelli Jiménez, 

Prontuario de Derecho Probatorio Puertorriqueño, pág. 265 (Ediciones 

Situm, Inc. 2010). La confidencialidad de las comunicaciones entre el 

abogado y el cliente corporativo, a través de sus directores, oficiales y 

empleados, es crucial pues la información que el letrado recibe de su 

representado le permite “formular los planteamientos jurídicos adecuados” 

para proteger y defender los intereses y derechos del cliente. Sigfrido 

Steidel Figueroa, Ética y Responsabilidad Disciplinaria del Abogado, pág. 

176 (Publicaciones J.T.S. 2010).  

Apliquemos la normativa expuesta a los hechos del presente caso. 

III 

 Por estar íntimamente relacionados, discutiremos los primeros tres 

errores en conjunto. En estos se alega la improcedencia de la solicitud de 

descalificación de la licenciada Dapena Rodríguez por ser contrario a la 

doctrina establecida en In re Andréu, Rivera, supra, ya que el tribunal no 

dio consideración al testimonio adverso de la señora Santana Rodríguez 

contra Liberty y debido a la ausencia de aplicación de los requisitos 

doctrinales al evaluar una solicitud de este tipo. 

 Los argumentos que los demandantes-peticionarios reiteran para 

sustentar la improcedencia de la descalificación de la licenciada Dapena 

Rodríguez, en apretada síntesis, consisten en que la señora Santana 

Rodríguez no fungió como Supervisora de Recursos Humanos en Liberty, 

sino en OneLink, ni su puesto en Liberty era de tal envergadura que 

pudiera vincular a la entidad corporativa; que actualmente no es 

empleada de Liberty; que su testimonio es adverso a la corporación, no al 

señor Cardona Jiménez; y que Liberty carece de legitimación activa.  
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No les asiste la razón. 

Es un hecho prístino, el cual incluso la letrada conocía desde la 

deposición, que la señora Santana Rodríguez ostentaba una posición de 

Supervisora de Recursos Humanos, aunque para la fecha en que fue 

entrevistada, 2 de julio de 2014, tenía otras responsabilidades dentro de 

la administración de los recursos humanos. De hecho, la testigo clasificó 

ambos puestos como del “mismo nivel”. Los recursos humanos como 

disciplina comprenden diversas áreas, que se ejecutan conforme las 

necesidades de la organización; a saber: análisis y descripción de 

puestos, reclutamiento, adiestramiento y desarrollo, compensación y 

beneficios, aplicación de la legislación laboral, evaluaciones, disciplina, 

etc. Véase, Lloyd Byars y Leslie Rue, Human Resources Management (8 

ed. McGraw-Hill 2006). Independientemente de la rama que se ejerza, el 

profesional de los recursos humanos está adscrito a la alta gerencia y 

sirve de enlace entre esta y la plantilla de empleados. Tal como muestra 

el organigrama de Liberty, el área de recursos humanos y asuntos 

legales, bajo la dirección del licenciado Conrad, comparte jerarquía con el 

área de finanzas; y sobre ambos departamentos únicamente se encuentra 

la dirección ejecutiva. 

 

Por tanto, es forzoso concluir que la señora Santana Rodríguez no 

era una empleada más al momento en que el señor Cardona Jiménez fue 

despedido. Más aun, ella estuvo presente en el cónclave, participó en el 

proceso de reorganización y es testigo de Liberty. Al momento de prestar 

testimonio en la deposición, había transcurrido casi un año de la 

presentación de la demanda y es altamente probable que haya sido 

consultada por los abogados de Liberty. Antes de la deposición, la señora 

Santana Rodríguez evaluó el expediente del señor Cardona Jiménez en 

la oficina de los abogados de Liberty. Por ende, cualquier comunicación 

Naji Khoury 

Director Ejecutivo 

Rafael Otaño 

Finanzas 
John Conrad 
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entre abogado-cliente habida en esa ocasión o en cualquier otro momento 

es privilegiada, porque Liberty y su representación legal consideraron a la 

señora Santana Rodríguez como un representante autorizado de la 

corporación, tal como lo contempla la Regla 503 de las de Evidencia, 

supra. De hecho, el acceso que pueda tener la licenciada Dapena 

Rodríguez a información privilegiada y confidencial es un daño real que 

imprime legitimación activa a Liberty para incoar la solicitud de 

descalificación.  

Las razones del despido de la señora Santana Rodríguez y las 

reclamaciones que esta tenga contra Liberty no son controversias 

adjudicadas ni inciden sobre las causas de acción del caso de epígrafe. Al 

presente, las imputaciones de que el testimonio vertido en la deposición 

causó su despido son solo meras alegaciones que no constituyen prueba. 

La cuestión a evaluar es si se extiende la prohibición del Canon 28 a una 

exempleada y, en consecuencia, considerarse la misma como parte.  

Tal como citamos antes, el American Bar Association no extendió 

la prohibición de la Regla Modelo 4.2 a los exempleados. Sin embargo, no 

excluyó a los exempleados que hayan tenido responsabilidades 

gerenciales concernientes al asunto en controversia. La licenciada 

Dapena Rodríguez afirma que la señora Santana Rodríguez no es parte 

porque ella no cumple los requisitos del caso In re Andréu, Rivera, supra, 

tales como: que no ocupaba un puesto gerencial; que no tenía poder para 

vincular a la corporación; y, a los fines de atribuir responsabilidad civil o 

criminal, que sus acciones u omisiones no son imputables a la entidad 

corporativa. Por otro lado, sin embargo, asegura que las expresiones de 

la entonces Supervisora de Recursos Humanos, quien participó 

activamente en el proceso de reorganización y estuvo presente en el 

despido, sobre el asunto en controversia, son adversas a Liberty. Es 

decir, ella no es parte, pero lo que ella dijo en la deposición sí obliga a 

Liberty y puede oponérsele a esta para responsabilizarla civilmente.  
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Entendemos, pues, que la participación de la señora Santana 

Rodríguez en la reorganización de las empresas fusionadas y su 

intervención en el despido del señor Cardona Jiménez cumplen con las 

particularidades esbozadas en la Opinión Formal 91-359, que impiden a 

la licenciada Dapena Rodríguez entablar comunicaciones ex parte con la 

señora Santana Rodríguez, mucho menos, representarla. La ahora 

exempleada ocupaba una posición gerencial y de alta jerarquía como 

Supervisora de Recursos Humanos. Además, participó en el proceso de 

reorganización durante varios meses. Por tanto, en lo concerniente a este 

caso, se considera parte del pleito; sus acciones, omisiones, admisiones 

o expresiones relacionadas con dichas funciones y el despido del señor 

Cardon Jiménez vinculan y son imputables a Liberty. 

Acerca de la alegada ausencia de adversidad entre las 

representaciones legales de la señora Santana Rodríguez y el señor 

Cardona Jiménez, concluimos que en efecto podría existir tal adversidad.  

Cierto es que determinadas declaraciones del testimonio de la 

señora Santana Rodríguez enaltecen la calidad profesional del señor 

Cardona Jiménez. También se desprende que no estuvo vinculada 

directamente con la decisión de la alegada eliminación de su plaza. Sin 

embargo, una de las causas de acción del señor Cardona Jiménez es el 

discrimen por edad. Para establecer prima facie esa causa, este debe 

demostrar lo siguiente: (i) que pertenece a un grupo protegido; (ii) que fue 

despedido; (iii) que está cualificado para ocupar el puesto; y (iv) que fue 

reemplazado por alguien más joven. Charles Zeno Santiago y Víctor 

Bermúdez Pérez, Tratado de Derecho del Trabajo, t. II, pág. 335 

(Publicaciones JTS 2014). Como se desprende de la deposición prestada 

por la señora Santana Rodríguez, a casi un año del despido, nadie, y 

mucho menos una persona más joven, estaba ocupando el puesto de 

Director de Operaciones del cual fue cesanteado el señor Cardona 

Jiménez. Está claro que el testimonio de una clienta de la licenciada 

Dapena Rodríguez podría frustrar el interés de otro cliente de la misma 
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letrada. Por ello es que la ética profesional del ejercicio de la abogacía 

considera impermisible la representación simultánea adversa. Es norma 

reiterada que el conflicto no tiene que ser patente, sino que “es 

éticamente insostenible que un abogado ostente la representación 

simultánea o sucesiva de partes con potencial conflicto de intereses o con 

intereses encontrados”. In re Bonilla Rodríguez, 154 D.P.R. 684, 695 

(2001). Por tanto, consideramos que la representación legal de la señora 

Santana Rodríguez infringe el deber de lealtad completa que la licenciada 

Dapena Rodríguez debía tener para con el señor Cardona Jiménez. 

Independientemente de la satisfacción de los clientes con la 

representación de la letrada, en este caso procede la descalificación de 

esta porque los hechos particulares están relacionados con la ética en la 

práctica de la abogacía, la cual supera los intereses particulares del señor 

Cardona Jiménez y los de la señora Santana Rodríguez.  

En el presente caso, los demandantes-peticionarios también 

aducen en el cuarto error que el Tribunal de Primera Instancia violó su 

derecho a un debido proceso de ley por contravenir una orden previa y 

acoger un escrito de Liberty, en el que se opuso a la dúplica de la 

licenciada Dapena Rodríguez. Debemos señalar que esta intentó de 

intimar al foro primario para que no considerara la evidencia allí 

presentada.36 Sin embargo, no prevaleció en su petición. El jugador aclaró 

en la nota al calce número 2, de la página 5 de la resolución recurrida que 

“[s]i bien es cierto que en la vista del 17 de marzo de 2015 limitamos la 

presentación de escritos de las partes a una moción, una oposición, una 

réplica y una dúplica, consideraremos el escrito adicional presentado por 

la demandada, toda vez que el mismo se presentó para refutar 

alegaciones de la licenciada Dapena Rodríguez sobre la posición que 

ocupaba la Sra. Liz Santana Rodríguez en la corporación demandada, y 

                                                 
36

 Ap. págs. 386-387. 
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por entender que la prueba documental anejada es relevante y está 

directamente relacionada con dicha controversia”.37  

Como se sabe, es ante los tribunales de primera instancia donde 

se dirimen directamente las controversias con las partes. Esa 

particularidad nos obliga a conceder deferencia a la sana discreción de 

los foros primarios en nuestra función revisora. De ordinario, los tribunales 

apelativos no debemos intervenir con el ejercicio discrecional de los 

primarios, “salvo que se demuestre que hubo un craso abuso de 

discreción, prejuicio, error manifiesto o parcialidad”. Trans-Oceanic Life 

Ins. v. Oracle Corp., 184 D.P.R. 689, 709 (2012); Lluch v. España Service 

Sta., 117 D.P.R. 729, 745 (1986). 

La discreción judicial es un “instrumento esencial al que 

continuamente recurren los jueces en el desempeño de sus funciones”. 

Pueblo v. Carrero Rolstad, 2016 TSPR 24, a la pág. 10-11, 194 D.P.R. __ 

(2016). Así, pues, la discreción de un juez está enlazada con la 

razonabilidad. Id. pág. 11; García v. Padró, 165 DPR 324, 335 (2005); 

Pueblo v. Ortega Santiago, 125 DPR 203, 211 (1990). Por tanto, podría 

constituirse un abuso de discreción cuando la determinación de un 

juzgador transgrede el marco de razonabilidad que debe permear sus 

funciones judiciales. Pueblo v. Carrero Rolstad, a la pág. 11; Pueblo v. 

Rivera Santiago, 176 DPR 559, 580 (2009); García v. Padró, supra, pág. 

335. Se incurre en dicha conducta cuando   

el juez no toma en cuenta e ignora en la decisión que emite, 
sin fundamento para ello, un hecho material importante que 
no podía ser pasado por alto; cuando el juez, por el 
contrario, sin justificación ni fundamento alguno, concede 
gran peso  y valor a un hecho irrelevante e inmaterial y basa 
su decisión exclusivamente en este, o cuando, no obstante 
considerar y tomar en cuenta todos los hechos materiales e 
importantes y descartar los irrelevantes, el juez los sopesa y 
calibra livianamente. 

Pueblo v. Rivera Santiago, 176 D.P.R. 559, 580 (2009).   

 
El 17 de marzo de 2015, el tribunal a quo tenía la intención de 

celebrar una Conferencia con Antelación al Juicio del caso instado el 4 de 
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 Ap. pág. 6. 
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septiembre de 2013. No obstante, el propósito de la vista cambió por la 

solicitud de descalificación presentada por Liberty.  

En el momento que la licenciada Dapena Rodríguez asume la 

representación legal de la señora Santana Rodríguez provoca que el caso 

de los demandantes-peticionarios se bifurcara y tomara un giro 

inesperado y diferente, que el tribunal no había tenido oportunidad de 

evaluar. En esa etapa de los procedimientos, el juzgador delimitó los 

escritos, pero tal como expresó en su resolución, determinó considerar la 

oposición a la dúplica, debido a la controversia que existía sobre el puesto 

que la señora Santana Rodríguez ocupaba en Liberty. Dicho asunto era 

de suma importancia para poder adjudicar la solicitud de descalificación; y 

el escrito incluía prueba que finiquitaba la discusión. Por tanto, luego de 

examinar las circunstancias particulares del presente caso, concluimos 

que el error señalado no se cometió. 

Para finalizar, colegimos, pues, que en este caso se presentan los 

elementos impermisibles de la representación legal simultánea adversa, 

que vulneran la lealtad que los abogados deben conferir a sus 

representados y que proscriben los Cánones de Ética Profesional. 

Consiguientemente, la descalificación de la licenciada Dapena Rodríguez 

debe confirmarse.  

IV 

 Por los fundamentos antes expuestos, los cuales hacemos formar 

parte de esta sentencia, expedimos el auto de certiorari y confirmamos la 

resolución emitida el 29 de septiembre de 2015, notificada el 8 de octubre 

de 2015, por el Tribunal de Primera Instancia, en el Caso Núm. K 

AC2013-0692 (503). En consecuencia, la licenciada Vilma M. Dapena 

Rodríguez deberá renunciar a la representación legal del señor Néstor 

Cardona Jiménez, su esposa, la señora Diane Ruiz Cordero, y la 

Sociedad Legal de Gananciales conformada por estos, así como a la 

representación legal de la señora Liz Santana Rodríguez. 
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Lo acordó el Tribunal y lo certifica la Secretaria del Tribunal de 

Apelaciones.   

 

 

Dimarie Alicea Lozada 
    Secretaria del Tribunal de Apelaciones  

 

  


